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INFORME No. DFOE-SOC-51-2008

rESUMEN EJECUTIVO

Una de las acciones estratégicas establecidas por la actual Administración en el Plan Nacional de Desarrollo pretende dotar de vivienda, infraestructura y servicios básicos al menos al 50% de la población que habita en asentamientos en precario y en condición de tugurio, sean 19.127 familias, según diagnóstico de vivienda realizado por el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos(MIVAH).

Con el propósito de evaluar la suficiencia de la planificación realizada por el MIVAH y la fiscalización efectuada por ese Ministerio y el Banco Hipotecario de la Vivienda(BANHVI), como parte de las labores que les compete a cada uno de ellos, dentro del proceso de desarrollo del Programa de Erradicación de Asentamientos en Precario y en Condición de Tugurio, a efecto de lograr el aseguramiento de la calidad de los proyectos de viviendas y demás obras de infraestructura financiados con recursos del Fondo de Subsidios para la Vivienda(FOSUVI), esta Contraloría General llevó a cabo un estudio, para el período comprendido entre el 1° de enero del 2007 y el 31 de enero del 2008, ampliándose cuando se consideró necesario.

Las principales debilidades determinadas en el MIVAH se relacionan con la deficiente planificación para definir las prioridades de los asentamientos que se atenderían, con la ausencia de una estrategia de seguimiento y evaluación de los distintos proyectos de erradicación de asentamientos en precario a los que el BANHVI les aprueba el financiamiento y con la falta de operación del Área de Verificación de la Calidad. Respecto del BANHVI, se determinaron deficiencias relacionadas con la escasa evidencia que se deja, en los expedientes técnicos de los proyectos de erradicación de asentamientos en precario y condición de tugurio, sobre la ejecución de las labores de fiscalización que debe ejercer ese Banco para verificar la veracidad y razonabilidad de algunos rubros incluidos en el costo del proyecto que proponen las Entidades Autorizadas, relacionados con los costos administrativos, los avalúos y el presupuesto.

Por consiguiente, este órgano contralor giró las disposiciones pertinentes a las autoridades superiores de ambas instituciones, para que se elabore un plan de acción detallado para atender, de manera eficiente y según la disponibilidad de los recursos financieros, la erradicación de los asentamientos en precario y en condición de tugurios; se diseñe una estrategia de seguimiento y evaluación, con enfoque sistémico, que permita contar con información suficiente, oportuna y continua para monitorear el avance de los proyectos en comentario; se ponga en funcionamiento el Área de Verificación de la Calidad; se dé seguimiento a los informes sobre auditorías de calidad; se realice una modificación, al artículo 25 del Reglamento de Operaciones del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda(SFNV), en relación con los costos administrativos que se reconocen a las Entidades Autorizadas; se elaboren procedimientos que contengan las labores que deberán ejecutar los funcionarios responsables de realizar la verificación de los costos administrativos así como las consideraciones y los cálculos realizados por la Unidad Técnica del FOSUVI, para sustentar la razonabilidad de los avalúos y los demás costos contenidos en el presupuesto de un proyecto y se establezca un mecanismo de control para verificar si la labor de fiscalización ejercida por la Unidad Técnica de la Dirección del FOSUVI, se realiza de conformidad con los procedimientos definidos para ese fin y si en los expedientes se está dejando la debida constancia de ello.
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INFORME SOBRE EL ASEGURAMIENTO DE LA calidad del proceso de desarrollo de proyectos DE VIVIENDA, EJECUTADOS COMO PARTE DEL pROGRAMA DE ERRADICACIÓN DE ASENTAMIENTOS EN PRECARIO Y EN CONDICIÓN DE TUGURIO

1.
INTRODUCCIÓN

1.1.
Origen del estudio

El estudio se realizó con fundamento en las competencias que le confieren a esta Contraloría General los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, 17 y 18 de su Ley Orgánica, No. 7428, y en cumplimiento del Plan de Trabajo de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa para el año 2008.

1.2.
Objetivo del estudio

El objetivo del estudio consistió en evaluar la suficiencia de la planificación realizada por el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos (MIVAH), así como de la fiscalización efectuada por ese Ministerio y el Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI), ambas labores como parte de las tareas que les corresponde a cada una de esas entidades, dentro del proceso de erradicación de precarios y tugurios, conocido como “Programa de Erradicación de Asentamientos en Precario y en Condición de Tugurio”, a efecto de lograr el aseguramiento de la calidad del producto final, sean las viviendas y demás obras de infraestructura, para garantizar que satisfagan las necesidades de los beneficiarios.

1.3.
Naturaleza y alcance del estudio

Para realizar el estudio se analizó, respecto del MIVAH, el procedimiento utilizado para definir las prioridades de atención de los asentamientos contemplados en el Programa de Erradicación de Asentamientos en Precario y en Condición de Tugurio; en adelante, Programa de Erradicación de Precarios; además, se evaluó el seguimiento y monitoreo de dicho Programa y el cumplimiento de las labores asignadas al Área de Verificación de la Calidad.
En relación con el BANHVI, se examinó el contenido de algunos expedientes técnicos de proyectos de erradicación de precarios y tugurios, a efecto de constatar que la Unidad Técnica de la Dirección del Fondo de Subsidio para la Vivienda verifica la suficiencia de la documentación que presentan las Entidades Autorizadas al solicitar la aprobación de la prefactibilidad o el financiamiento de dichos proyectos, así como, si en dichos expedientes existe evidencia de la fiscalización que realiza esa Unidad Técnica.

El examen abarcó el período comprendido entre el 1° de enero de 2007 y el 31 de enero del 2008, ampliándose cuando se consideró necesario.  Asimismo, en el desarrollo del estudio se observó, en lo aplicable, el Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, teniendo presente lo dispuesto por las normas 205.07 y 205.08 de ese Manual.

1.4. Comunicación preliminar de los resultados del estudio

En reunión celebrada el 20 de octubre del año en curso, en el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, funcionarios de esta Contraloría General comunicaron verbalmente los resultados del presente informe y las correspondientes disposiciones, a los señores: Ing. Clara Zomer Rezler y Lic. Luis Fernando Salazar Alvarado, Ministra y Viceministro de Vivienda y Asentamientos Humanos, respectivamente, al Arq. Rudy Piedra Mena, al Lic. Adolfo Rojas Carrera y a Santiago Villalobos Garita, en ese orden, Director de Vivienda y Asentamientos Humanos, Auditor Interno y Asesor de ese Ministerio, y se entregó copia del borrador del informe, tanto en forma escrita (oficio No. 10908 del 20 de octubre recién pasado) como en medio electrónico (disco compacto), a la señora Ministra para que, en un plazo de cinco días hábiles posteriores a su recibo, formulara las observaciones pertinentes sobre el contenido del informe.

Sobre el particular, mediante oficio No. DM-0943-08 del 23 de octubre del año en curso, recibido en esta Contraloría General el 27 de octubre recién pasado, la Ministra planteó algunas observaciones al borrador de este documento, sin embargo una vez valoradas, se determinó que no inciden en los asuntos de fondo de los hallazgos, conclusiones y/o disposiciones del referido informe. Por otra parte, manifestó su conformidad con las disposiciones, indicando que procederían a su correspondiente implementación, razón por la cual, no corresponde realizarle modificación alguna al presente documento.

También, el mismo 20 de octubre del presente año, en la Sala de Sesiones de la Junta Directiva del BANHVI, se comunicaron verbalmente los resultados y las disposiciones atinentes a ese Banco, a los señores Dr. Ennio Rodríguez Céspedes, Licda. Martha Camacho Murillo y Lic. Rodolfo Hernández Sibaja, Gerente General, Directora del FOSUVI y Auditor Interno del BANHVI, respectivamente.  En esta oportunidad, se entregó también, al Gerente General, copia del borrador del informe, tanto en forma escrita (oficio No. 10900 del 20 de octubre recién pasado) como en medio electrónico (disco compacto), para que en un plazo de cinco días hábiles posteriores a su recibo, formulara las observaciones que al respecto estime pertinentes.

Al respecto, dentro del plazo concedido, el Gerente General del BANHVI no presentó ninguna observación sobre el contenido del citado borrador del informe, no obstante, las inquietudes de esa Gerencia en relación con los plazos para el cumplimiento de las disposiciones, manifestadas durante la comunicación verbal de los resultados de este estudio, fueron acogidas.

1.5. Generalidades acerca del estudio

1.5.1.
Del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos

Los antecedentes del MIVAH se remontan al decreto No. 10299-P del 27 de julio de 1979, mediante el cual se nombró un Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos sin cartera; luego, por medio del decreto No. 10458-P-OP, publicado en agosto de ese mismo año, a dicho jerarca se le encargó la dirección y coordinación del Sector Vivienda y Asentamientos Humanos que se crea en esa normativa.

No es sino seis años más tarde, el 26 de diciembre de 1986, que se incluye por primera vez, en una Ley de Presupuesto, al Ministerio de cita, con el propósito, entre otros, de elaborar y dirigir la Política Nacional de Vivienda, Desarrollo Urbano y Asentamientos Humanos y garantizar su puesta en práctica, velar por el cumplimiento de leyes y reglamentos relacionados con dichos elementos, e impulsar su actualización para ajustarlos a las necesidades del país, promover la generación de los fondos necesarios para atender las necesidades habitacionales y dictar las normas técnicas y reglamentos sobre la materia.

Con el decreto No. 30843 MP MIDEPLAN-MIVAH, del 29 de octubre del 2002, se constituyó el Sector Vivienda y Asentamientos Humanos para que las familias en condición de pobreza extrema adquirieran una vivienda digna.

Finalmente, con el decreto No. DE 33151-MP, del 08 de mayo del 2006, el Ministro de Vivienda asumió la rectoría del Sector Social y Lucha Contra la Pobreza, integrado por las instituciones encargadas de los programas sociales selectivos, entre las que figuran las del antiguo Sector Vivienda y Asentamientos Humanos.

1.5.2.
Del Banco Hipotecario de la Vivienda
El BANHVI es la entidad estatal que se creó por medio de la Ley No. 7052 del 13 de noviembre de 1986, como rector del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda (SFNV), con el propósito de facilitar el financiamiento de vivienda, entre otros fines, para que las familias de escasos recursos pudieran obtener casa propia.  Es un banco de segundo piso que provee los recursos a las entidades que integran el sistema financiero; le corresponde coordinar, dirigir y dictar políticas para esas entidades y fomentar el ahorro y la inversión nacional para recaudar recursos con el fin de solucionar el problema habitacional. Puede atender la problemática de erradicación de tugurios mediante Entidades Autorizadas.

El SFNV está integrado por el BANHVI y por las Entidades Autorizadas encargadas de atender directamente a las familias que requieren de financiamiento para obtener una vivienda.

En la referida Ley No. 7052, denominada Ley del SFNV, se crean también dos fondos, que organiza, reglamenta y administra el BANHVI, a saber: el Fondo Nacional de Vivienda
 y el Fondo de Subsidios para la Vivienda (FOSUVI).

Los temas que se comentan en el presente informe están relacionados con el financiamiento de viviendas de interés social por medio de este último Fondo, cuyo objetivo, según se indica en el artículo 46 de esa misma Ley, es que las familias y los adultos mayores sin núcleo familiar, de escasos ingresos, puedan ser propietarios de una vivienda acorde con sus necesidades y posibilidades socioeconómicas y que el Estado les garantice este beneficio, familias entre las que se pueden ubicar, en su gran mayoría, las que habitan en asentamientos en precario y en condición de tugurios. Esto último, de acuerdo con lo que se establece en el artículo 59 de dicha Ley:

“…el Banco Hipotecario de la Vivienda (Banhvi) podrá destinar hasta un cuarenta por ciento (40%) de los ingresos anuales del Fondo de Subsidios para la Vivienda (Fosuvi), para subsidiar, mediante las entidades autorizadas del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, la adquisición, segregación, adjudicación de terrenos, obras de urbanización, mejoras, construcción de viviendas, en caso de proyectos individuales o colectivos de erradicación de tugurios y asentamientos en precario, localizados en zonas rurales o urbanas, para las familias cuyos ingresos sean iguales o inferiores a un salario mínimo y medio de un obrero no especializado de la industria de la construcción o que hayan sido declarados en estado de emergencia./ El Banhvi establecerá las condiciones y los mecanismos para otorgar este subsidio y deberá permitir, finalmente, la individualización de los subsidios…”. (El destacado no consta en el original.)

A su vez, al BANHVI le corresponde, como ente concedente de recursos públicos, supervisar que se dé un uso eficiente y efectivo de los recursos que traslada a las Entidades Autorizadas, para que con ellos se financie el desarrollo de proyectos de vivienda.
1.5.3.
De la erradicación de asentamientos en precario y en condición de tugurio.

Una de las acciones estratégicas, incluida en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) Jorge Manuel Dengo Obregón 2006-2010, para el Sector Social y Lucha Contra la Pobreza, se refiere a “Programas de atención del déficit habitacional y alivio a la pobreza, con énfasis en asentamientos en precario y condición de tugurio”.  Con estos programas se busca dotar de vivienda, infraestructura y servicios básicos a esta población, en forma tal que se reduzca en un 50% el número de familias que habitan en asentamientos en precario y en tugurios
, beneficiando así a 19.127 familias durante esta Administración.

El logro de dicho propósito, dada la naturaleza y características tan particulares de las labores que se requieren para el desarrollo de la infraestructura y de las viviendas en comentario, demandaba la necesaria participación coordinada de varias de las instituciones del Sector Vivienda, entre ellas, las ya citadas MIVAH, BANHVI y Entidades Autorizadas, cada una, con responsabilidades concretas asignadas en la normativa aplicable.

Al respecto, la Ministra de Vivienda y Asentamientos Humanos señaló que existen factores externos que determinan, en muchos casos, el grado de avance y consolidación de un proyecto, tales como el otorgamiento de usos de suelo, restricciones o interpretaciones del plan regulador o bien, permisos de construcción por parte de la municipalidad; y que incluso, puede suceder que se cuente con todos los requisitos de una etapa y que al final por un tecnicismo o voluntades incluso políticas, el proyecto se estanque durante años.

De acuerdo con información suministrada, del 8 de mayo del 2006 al 30 de setiembre del 2008, el BANHVI había otorgado y formalizado 27.820 bonos familiares, de los cuales, 22.216 se tramitaron como bonos ordinarios y 5.604 bonos se otorgaron al amparo del artículo 59 de la Ley del SFNV.  De estos últimos, 3.840 bonos, que representan una inversión de aproximadamente 19.000 millones de colones, se concedieron, según la clasificación establecida en el BANHVI, a familias indígenas que se considera vivían en tugurios (1.887); a familias incluidas en los proyectos de erradicación de precarios y tugurios (415) y a familias a las que por situaciones de emergencia y extrema necesidad (1.538) se les otorgó dicho beneficio.  Partiendo de que estos tres últimos grupos de familias pertenecen a la población meta que se pretendía atender según el PND, se puede concluir que al 30 de setiembre el avance hacia la meta establecida en ese Plan es de un 20% (3.840/ 19.127).  Nótese que, a esa fecha tan sólo faltaba un año y poco más de cuatro meses para finalizar el período que cubre el referido Plan de Desarrollo.

1.5.4.
Del sistema de aseguramiento de la calidad

El aseguramiento de la calidad del proceso de desarrollo de infraestructura de vivienda a que se refiere este estudio, se entiende como el conjunto de actividades necesarias, planificadas (preestablecidas) y sistemáticas, que garantizan que los proyectos construidos satisfacen los requisitos de calidad establecidos en la normativa institucional y reglamentaria aplicable y que además mejoran la calidad de vida de las familias beneficiarias del bono de vivienda. 

Para lograr dicho cometido de la mejor manera, las citadas entidades que participan en ese proceso, deben disponer de ciertos elementos básicos: establecer los procedimientos y documentarlos; aportar los recursos necesarios para llevarlos a cabo; establecer actividades para verificar, validar, dar seguimiento e inspeccionar (fiscalizar) la construcción de las viviendas; establecer los criterios de aceptación, así como los registros necesarios para proporcionar evidencia de que los procesos y los proyectos desarrollados cumplen los requisitos de calidad establecidos.

1.6.
Metodología aplicada
Al realizar este trabajo se utilizaron técnicas de auditoría verbales, oculares, documentales y escritas; entre ellas, la entrevista, la indagación, la comparación, la revisión selectiva, la confirmación, el análisis y la comprobación.  Para efectuar la selección de la muestra de los expedientes de proyectos a revisar, se consideró la importancia relativa en cuanto al monto de la inversión y el número de soluciones a construir propuestas.

2.
RESULTADOS DEL ESTUDIO

2.1.
Planificación del MIVAH respecto del Programa de Erradicación de Asentamientos en Precario y en Condición de Tugurio
En concordancia con lo que señala el PND citado en el literal 1.5.3. de este informe, sobre la atención de asentamientos en precario y en condición de tugurio, en el artículo 24 bis del Reglamento de Operaciones del SFNV, se establece que al MIVAH le corresponde seleccionar los sitios a atender y definir las características generales de la intervención, con base en los criterios que determine.

Sobre el particular, en esa institución se definieron algunos lineamientos tales como que el MIVAH será el que identifique los asentamientos en precario, correspondiéndole, por los medios y mecanismos técnicos apropiados, evaluar las necesidades de vivienda del país y definir la prioridad con que deban ser atendidas, mientras que el BANHVI atenderá la demanda de soluciones habitacionales en los asentamientos en precario, identificados por ese Ministerio y la reflejada por medio de solicitudes individuales.

Para iniciar el proceso hacia el logro de lo propuesto, el MIVAH definió el denominado “Anteproyecto Erradicación de Asentamientos Humanos en Precario y en Condición de Tugurios”
, en adelante Anteproyecto, con el cual se esperaba atender aquellos asentamientos que en una primera etapa, se ubicaban en terrenos factibles de ser legalizados, propiedad del Estado, de sus moradores y/o asociaciones, y que por tanto, se pudieran consolidar en el sitio.

Según se consigna, el objetivo general de dicho Anteproyecto es,

“Coadyuvar con el mejoramiento de las condiciones de vida de al menos 4.500 familias que habitan en los asentamientos en precario y en condición de tugurios seleccionados en el Gran Área Metropolitana, mediante la erradicación de los mismos y dotación de viviendas habitables que cumplan con los requisitos mínimos de seguridad, higiene, comodidad y sana convivencia vecinal, en un plazo no mayor de un año y medio, para lo cual se requiere la disponibilidad de los recursos y la acción coordinada de las instituciones involucradas.”.

Las 4.500 familias representan un 23,5% de la referida meta planteada en el PND para el Sector Social y Lucha Contra la Pobreza.

Con el fin de priorizar la atención en forma gradual de los asentamientos en comentario, en el Anteproyecto se establecieron criterios para su preselección, puntualizando varios parámetros de elegibilidad y filtros. (Ver Anexo 1). Según se detalla en el documento de cita, una vez aplicados dichos criterios, se obtuvo un listado preliminar de 21 asentamientos susceptibles de ser atendidos, para un total de 3.090 familias, sea, tan sólo un 16 % de la meta a que se hace referencia en el PND.

Luego de identificados los asentamientos preseleccionados, con fundamento en algunos supuestos también descritos en el referido documento, se procedió a estimar los costos para su atención, presupuesto que asciende a ¢10.003.706.000,00.

De acuerdo con uno de los parámetros de elegibilidad para priorizar la atención de los asentamientos, la escogencia debía contemplar algunos que pudieran servir de reemplazo en el caso de que los propuestos no cumplieran con lo supracitado a la hora de efectuar un diagnóstico de campo. Al respecto, la Dirección de Vivienda y Asentamientos Humanos aportó un detalle de los asentamientos en condición de reserva
 con una estimación de costos por precario.

Asimismo, entre las principales actividades a cargo de ese Ministerio consignadas en el Anteproyecto, además de la preselección de los asentamientos, se establecieron, entre otras, las siguientes: el estudio legal de la tenencia de los terrenos donde se ubican los asentamientos preseleccionados, las visitas de campo por parte del equipo de profesionales del MIVAH para ratificar y completar la información de la base de datos sobre las principales características de los asentamientos preseleccionados, la elaboración del informe final con los resultados del estudio legal y las visitas de campo, así como la selección definitiva de los asentamientos.

En relación con este mismo asunto, en el “Cronograma para la formulación y ejecución del Proyecto Erradicación de Asentamientos Humanos en Precario en Condición de Tugurio, Marzo 2006”, se contempló, entre las actividades a efectuar relacionadas con la selección de los asentamientos, la elaboración del informe final con los resultados de las visitas de campo a los asentamientos preseleccionados para el proyecto, entre el 3 y el 12 de julio del 2006, así como la elaboración del informe final a las autoridades del MIVAH con la selección de los asentamientos beneficiarios del proyecto, entre el 14 y el 18 de julio del 2006 y la aprobación de ese informe por parte de dichas autoridades el 18 de julio del 2006.

A pesar de lo establecido en el Anteproyecto y en dicho cronograma, ese Ministerio no suministró a esta Contraloría General evidencia sobre la elaboración de los referidos informes, así como del listado final de los asentamientos aprobado por las autoridades superiores de esa entidad. Tampoco se proporcionó información sobre las respectivas justificaciones de esa selección, que contemplara los argumentos sobre cada uno de los reemplazos de los asentamientos preseleccionados, que como se verá más adelante, representan la mayoría.

De lo comentado en este último párrafo, se desprende que en el MIVAH no existió suficiente claridad y transparencia en lo concerniente al proceso de selección y determinación de los asentamientos de erradicación de precarios y en condición de tugurios, prioritarios a atender.

Por otra parte, al no tener ese Ministerio un listado oficial definitivo, tampoco contó con información que le permitiera estimar el costo total y por ende el presupuesto de los recursos requeridos para atender esos asentamientos, insumo necesario para determinar su viabilidad financiera, y para realizar otras valoraciones acordes con el tipo de proyecto que debían ser consideradas en la planificación del Programa de Erradicación de Precarios
, planificación que facilitaría avanzar hacia el logro del cumplimiento de la citada meta propuesta en el PND de esta Administración, sea reducir en un 50% el número de familias que habitan en asentamientos en precario y en condición de tugurio.

Sobre la selección de los asentamientos, en el MIVAH se informó a esta Contraloría General
 lo siguiente:

“A medida que avanzó el proceso de prefactibilidad de intervención de los asentamientos propuestos inicialmente, se vio la necesidad y conveniencia que las mismas Entidades Autorizadas realizaran los estudios legales referidos a los informes registrales y visitas de campo respectivas, fundamentalmente porque por ley ellos son los responsables de realizar los estudios y la presentación de prefactibilidad de los proyectos ante el Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. Tal como se define, es una lista de asentamientos preseleccionados, lo cual no es indicativo que únicamente estos asentamientos eran factibles de atender, además que a pesar de cumplir con los criterios de preselección, en valoraciones específicas había aspectos que restringían un ágil mecanismo de intervención. Otro aspecto importante a considerar, es que la información generada en el Ministerio, como Entidad Rectora, definía las prioridades y a su vez las Entidades Autorizadas profundizaban en los análisis para verificar la prefactibilidad de atención de los asentamientos…/La praxis sobre la atención de precarios demuestra que, algunos de los asentamientos preseleccionados presentaban problemas que impiden una atención ágil y a corto plazo, por lo que las Entidades Autorizadas y los jerarcas, valoraron otras opciones para la atención y es por ello que no coinciden los listados actuales con los preseleccionados por el MIVAH en un inicio, aunque siempre prevalecen los parámetros de evaluación establecidos por la legislación vigente.  Es decir, el nivel preliminar y el nivel de detalle aunado a la limitación y sentido de urgencia que los precarios poseen, son evidentemente contrastados con los requisitos y mecanismos ordinarios de la normativa vigente en cuanto a tramitología y en la comprensión de la problemática de atención en sitio, donde las leyes están conceptualizadas para la atención de “proyectos nuevos” y no favorecen necesariamente la consolidación en sitio.”.(El destacado no consta en el original.)

No obstante lo manifestado por ese Ministerio sobre el proceso de selección, como se indicó anteriormente, para otorgarle claridad y transparencia al proceso, cualquier reemplazo de los asentamientos preseleccionados debió quedar justificado por escrito en esa Institución, donde al menos se señalaran los motivos por los que se presentó cada uno de ellos, dejando fundamentadas documentalmente las valoraciones realizadas, tanto para excluir el asentamiento preseleccionado como para seleccionar los nuevos asentamientos.

En cuanto al listado definitivo de los asentamientos a atender, se informó
 que la Administración inició el proceso de evaluación de los distintos asentamientos preseleccionados con el fin de que las Entidades Autorizadas generaran los estudios de prefactibilidad y los resultados generados se sintetizaron en una presentación en Microsoft Power Point denominada “Programa de Erradicación de Precarios y Tugurios, Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, Comisión Interinstitucional. Abril 2007.”
.

De acuerdo con dicha presentación, se establecieron para el referido Programa los siguientes Frentes de Acción:

· Población asentada ilegalmente en el derecho de vía propiedad del Estado en los tramos de las vías (San José-San Ramón-Caldera, Cartago)

· Población asentada ilegalmente en terrenos del Estado o en propiedades privadas con orden de desalojo de la Sala Cuarta. Por ejemplo: Triángulo de Solidaridad, San Judas Tadeo, Arrayanes y otros más.

· Macro asentamientos: La Carpio, Rincón Grande de Pavas, Los Guidos, Los Cuadros, Guararí, León XIII, Alajuelita.

· Asentamientos de atención inicial: La Angosta, Las Brisas II, El Futuro, 25 de Julio I, 25 de Julio II.


Segunda Fase: Rincón Chiquito, San Martín, Teodoro Picado.
Según lo señalado a este órgano contralor, tales Frentes corresponden al “listado definitivo” de los asentamientos por atender; sin embargo, como se observa, en los tres primeros grupos de población no se realiza una descripción que permita identificar con claridad el nombre de todos los precarios que se intervendrían, por ejemplo, no se detalla cuáles son aquellos asentamientos en precario cuya población vive en los derechos de vía citados o cuáles son los precarios existentes en Alajuelita o los incluidos en el término “…y otros más.”.

En esa presentación, también se incluye un detalle del primer grupo de proyectos con perfil aprobado y de los proyectos en proceso. Al respecto, de lo suministrado no se logró identificar entre los citados Frentes de Acción, cinco asentamientos incluidos en ese primer grupo ni los cinco proyectos en proceso; situación que muestra la falta de consistencia que existe entre esa información.

Por su parte, al realizar una comparación entre los 21 asentamientos preseleccionados que se citan en el Anteproyecto y los asentamientos en condición de reserva, con los asentamientos incluidos en los Frentes de Acción, sólo tres de los asentamientos preseleccionados se mencionan en dichos Frentes. Asimismo, al confrontar el detalle de los proyectos del artículo 59
 relacionados con el “Programa de Erradicación de Tugurios”
, aprobados por la Junta Directiva del BANHVI entre el 8 de mayo del 2006 y el 23 de setiembre del 2008 —los cuales suman 19— con la información contenida en los mencionados Frentes de Acción y en el Anteproyecto, se determinó que solamente tres proyectos fue posible identificar en dichos Frentes y uno de ellos forma parte de los 21 asentamientos preseleccionados.

La situación comentada en torno al “listado definitivo” de los asentamientos seleccionados, de acuerdo con los Frentes de Acción, evidencia desorden y falta de claridad y confirma que ese Ministerio no posee un listado oficial definitivo de los asentamientos que finalmente fueron seleccionados en esa etapa inicial, y que la mayor parte de los precarios que se están atendiendo no responden a una verdadera priorización de las necesidades de vivienda; priorización a la que también esta Contraloría General se ha referido antes, al señalar que
:

“…la aprobación de los proyectos de vivienda que se financiarán por el SFNV, para cumplir con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 7052, deben obedecer a la atención de prioridades definidas por el Gobierno, por medio del MIVAH, tal y como se estableció en el “Reglamento sobre opciones de financiamiento en el corto y en el largo plazo para proyectos de vivienda con recursos del FOSUVI del artículo 59 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda (erradicación de tugurios, y casos de emergencia)”,  aprobado por la Junta Directiva del BANHVI
.  Es decir que las iniciativas privadas deben necesariamente estar vinculadas con las demandas de vivienda de interés social que haya establecido el MIVAH.”.(El destacado no consta en el original.)
En lo que respecta a la atención de una parte de las familias que conforman la población meta planteada en el PND, a pesar de haberse definido un anteproyecto para la erradicación de asentamientos en precario y en condición de tugurios, en el que se establecieron criterios para la preselección de esos asentamientos y actividades específicas que debía realizar ese Ministerio, lo propuesto finalmente no se concretó, ni siquiera existe evidencia sobre la elaboración de informes que pretendieran definir oficialmente, una vez aprobados por las autoridades superiores, los asentamientos por atender, información que viene a ser de vital importancia para que esa institución pueda continuar con la planificación de las actividades subsiguientes, que conlleve a la atención de los diferentes asentamientos, labor esta última en la que son corresponsables el MIVAH, el BANHVI y las Entidades Autorizadas, de acuerdo a sus competencias y responsabilidades definidas en la legislación vigente aplicable a esta materia.
Una de las actividades subsiguientes a la definición de los asentamientos prioritarios se refiere a la publicidad de las prioridades definidas por ese Ministerio, de manera que, tal como lo indicó este órgano contralor en el año 2005
:

“…todos los desarrolladores y constructores que puedan estar interesados tengan acceso a la información y a poder participar en el proceso de selección de las empresas que harán los proyectos, pues no se puede obviar el hecho de que estamos en presencia de la utilización de fondos públicos y que por tanto las entidades autorizadas deberán observar los principios de contratación administrativa previstos por la Ley y la jurisprudencia, tal como ya lo señaló esta Contraloría General en su Informe No. FOE-FEC-50/2001”.

Con la aplicación de tales principios se pretende obtener una mayor eficiencia en el uso de los recursos y garantizar a las familias la posibilidad de escoger las mejores opciones.

De lo comentado en este literal, se desprende que para la erradicación de asentamientos en precario y condición de tugurios —cuya meta de esta Administración es reducir en un 50% el número de familias que habitan en dichos asentamientos—, el MIVAH no contó, conforme a la sana práctica administrativa, con un plan de acción que le permitiera al final de los cuatro años, con la participación del BANHVI, atender la totalidad de esa población, bajo un proceso claro y transparente de selección de los asentamientos con la debida publicidad de la priorización realizada, de forma tal que se garantizara la igualdad de trato y de participación a todos los desarrolladores interesados en presentar sus propuestas, permitiendo la libre competencia, al dejar claro dónde se ubica la demanda habitacional del país que el Estado tiene como prioritario resolver.

Para finalizar, es importante que la Administración tenga presente que, en términos generales, la planificación es fundamental por cuanto busca una mayor eficiencia en el desarrollo de las actividades, al fijar los estándares para facilitar el control, minimizar el riesgo, reducir la incertidumbre, aprovechar las oportunidades y maximizar el aprovechamiento de los recursos y el tiempo.

Respecto de este mismo asunto, la señora Ministra de Vivienda y Asentamientos Humanos señaló que “La planificación del mencionado programa con las lecciones aprendidas a la fecha, deja en evidencia que tanto el Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, como la rectoría, se han enfrentado a un reto para lo cual no estaba preparado requiriéndose de una revisión pormenorizada, de las diversas fases del proceso de atención, con la participación activa de una serie de actores que dependen de factores exógenos.  El tema de la informalidad en poblaciones en vulnerabilidad social y exclusión no pueden ser atendidas bajo la formalidad del Sistema. ”.

2.2.
Seguimiento, por parte del MIVAH, a los proyectos de erradicación de asentamientos en precario y en condición de tugurio

En el citado Anteproyecto de Erradicación de Asentamientos Humanos en Precario y en Condición de Tugurios, se estableció como una de las actividades a cargo del MIVAH, el diseño y ejecución de una estrategia de seguimiento y evaluación para la ejecución de ese proyecto por parte de las Entidades Autorizadas del SFNV, los desarrolladores y el BANHVI.

Asimismo, en el informe de labores del MIVAH, correspondiente al período mayo 2006 - abril 2007, se consignó como uno de los desafíos en el ámbito institucional, el seguimiento y evaluación de los programas de erradicación de precarios y tugurios y de mejoramiento barrial en coordinación con los entes autorizados y unidades ejecutoras, para garantizar la transparencia del programa y la asignación de los recursos.

En concordancia con lo anterior, en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2007 se señala como uno de los “Productos Finales o Relevantes” del Programa 811 denominado “Proyección a la Comunidad”
 del MIVAH, el “Registro en base de datos relacionados con la identificación, programación y ejecución de proyectos de vivienda de interés social.”, el cual “…consiste en un control digitalizado de los proyectos de vivienda de Interés Social, con el fin de poder llevar de una manera más adecuada todos los parámetros que se ven involucrados en el desarrollo de los proyectos. Con la misma se pueden identificar las zonas con mayor prioridad a ser atendidas, las zonas en donde se están desarrollando los proyectos. Así mismo (sic) se puede tener un monitoreo adecuado en cuanto a la programación y ejecución de todos los proyectos de interés social.”. (El destacado no consta en el original.)

Sobre la referida base de datos, en los “Resultados de la Gestión” contenidos en la evaluación anual 2007 realizada por el MIVAH, y que fuera remitida al Ministerio de Hacienda, se indica que se logró solamente un avance del 50% de la meta en comentario, para lo cual se argumenta que existe una base de datos en Access que considera la mayor parte de los parámetros necesarios para llevar el control adecuado de los proyectos de vivienda de interés social; además, se señala que por medio del Sistema de Identificación de Necesidades de Vivienda (conocido también como SINVI) se logra capturar gran parte de la información para esta base de datos, tal como lo referente a precarios, emergencias, entre otros; por lo que se replantea esta base de datos, con el fin de llevar el seguimiento de los proyectos desarrollados mediante el SFNV.

Por otra parte, en los “Resultados de la Producción Final”, incluidos en la evaluación anual 2007 de anterior cita, se consigna que “…la implementación de la base de datos no se logró por falta de una adecuada coordinación con el BANHVI…”, razón por la que se reprogramó para el año 2008 una estrategia para realizar el seguimiento de proyectos de vivienda de interés social.

Sobre dicha base de datos, el Dr. Zumbado Jiménez señaló en abril del 2008
, que se “…realizó un esquema de seguimiento en proyecto, el cual está listo, y se está en proceso de identificar la información básica para estructurar el seguimiento.”.

Ante todas esas situaciones, esta Contraloría General solicitó al Director de Vivienda y Asentamientos Humanos del MIVAH, la estrategia de seguimiento y evaluación que se menciona en el Anteproyecto y sobre la etapa en la que se encuentra la base de datos en comentario.

Refiriéndose a la estrategia, dicho Director se limitó únicamente a indicar
 que en la actualidad el mecanismo de seguimiento y evaluación utilizado ha sido por medio de la Comisión Interinstitucional del Programa de Erradicación de Precarios y Tugurios
, y adjuntó copia de algunas minutas como evidencia de las reuniones realizadas por esa Comisión.  Sin embargo, no aportó documento alguno que evidenciara la existencia de una estrategia.
De acuerdo con lo anterior y sin menoscabo de la utilidad que podría constituir la información que se genera y procesa a lo interno de esa Comisión, como insumo para realizar el seguimiento de los proyectos, dado el objetivo para el que ésta se creó
, lo cierto es que ese Ministerio no ha diseñado formalmente ni puesto en práctica una estrategia de seguimiento y evaluación para la ejecución del Programa de Erradicación de Precarios.

En relación con la base de datos, se informó que,
“Existe el perfil para el seguimiento, desarrollado en sistema electrónico, en Project Manager. Se encuentra en la fase de formulación y recolección de datos para digitalizar la información. Se tiene identificada la información básica para la implementación del mismo, partiendo de los datos suministrados por el BANHVI y sus entidades autorizadas, así como con lo recopilado en las sesiones de la Comisión Interinstitucional del Programa de Erradicación de Precarios y Tugurios.”.

De conformidad con lo comentado en este literal 2.2., se desprende que, a pesar del tiempo trascurrido, el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos —al 30 de julio del 2008— aún no contaba con una herramienta para el seguimiento de los proyectos de vivienda de interés social, lo que dificulta a ese Ministerio obtener información oportuna y continua para monitorear, por sus propios medios, el cumplimiento de las metas, de manera que se pueda también identificar eventuales desviaciones y emprender oportunamente las medidas correctivas, tomar otras acciones que prevengan el surgimiento de situaciones similares en el futuro, así como confeccionar informes de seguimiento y evaluación de los proyectos desarrollados.

Sobre el tema del seguimiento, la Administración debe tener presente que los sistemas de información —sean computarizados, manuales o una mezcla de ambos—, constituyen un valioso instrumento para la implementación exitosa de las estrategias organizacionales y, por ende, para la consecución de los objetivos y las metas considerados en los planes operativos institucionales.

Además, en todo sistema de aseguramiento de la calidad la fase de seguimiento es parte fundamental de cualquier proceso, por cuanto permite demostrar la capacidad de los procesos para alcanzar los resultados planificados y en caso de desviaciones contar con la información necesaria para tomar las medidas correctivas pertinentes para lograr alcanzar la calidad requerida.
2.3.
Sobre el funcionamiento del Área de Verificación de la Calidad

Entre las políticas de mejora impulsadas por la Administración anterior, que se relacionan con el aseguramiento de la calidad de los proyectos habitacionales, está la creación de la Dirección de Auditorías de Calidad, dependencia del MIVAH a la que, entre otras, se le asignó la labor de realizar análisis y evaluaciones con respecto al proceso de desarrollo, construcción y asignación de las viviendas de interés social, así como la verificación del cumplimiento de las regulaciones pertinentes.

Sobre el funcionamiento de esa Unidad, en noviembre del 2005 esta Contraloría General, luego de un estudio realizado, dispuso al Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos, mediante el Informe No. DFOE-SO-30-2005, fortalecer las auditorías de calidad y utilizar sus resultados en la definición y evaluación de las políticas, señalando que debía considerarse la obtención de los recursos materiales y humanos necesarios para la sostenibilidad de esa fiscalización.  Al respecto, en julio del 2006, el entonces Ministro Dr. Fernando Zumbado Jiménez informó que se estaba elaborando una propuesta en el marco de un replanteamiento integral de organización del MIVAH, para convertir la Dirección de Auditorías de Calidad en un área especializada de evaluación de impacto de los programas de vivienda y asentamientos humanos.

Año y medio después, a principios de enero del 2008, el citado funcionario remitió a MIDEPLAN una propuesta de reorganización estructural parcial del MIVAH, la cual, según se indicaba, se pondría en operación en forma inmediata.  En dicho documento se consignó la creación del Área de Verificación de la Calidad —en sustitución de la Dirección de Auditorías de Calidad—, como parte de una nueva unidad denominada Dirección de Protección de Derechos Ciudadanos que dependería del Viceministro de Vivienda y Asentamientos Humanos.

Entre las funciones que se consignan en dicha propuesta para la nueva Área de Verificación de la Calidad están: la elaboración de propuestas de políticas, directrices y normativa en materia constructiva, tanto de soluciones de vivienda como de las respectivas obras de infraestructura; la confección y coordinación de estudios técnicos de verificación en materia social, financiera, legal y de ingeniería en viviendas y obras de infraestructura y servicios financiados con recursos del SFNV; así como informar a las autoridades y otras instancias sobre los resultados de las auditorías de calidad y las visitas realizadas a proyectos.

No obstante la relevancia de dichas funciones, como parte del aseguramiento de la calidad del proceso de desarrollo de los proyectos de infraestructura habitacional de interés social, al 31 de agosto del 2008 ni el Área de Verificación de la Calidad ni la Dirección a la que ésta pertenece habían iniciado sus operaciones, siendo que a esa fecha ni siquiera se había nombrado el funcionario que estaría a cargo de la referida Dirección, ni la mencionada Área de Verificación de la Calidad tenía personal para el desempeño de sus funciones.

Al respecto, según se consignó en el documento “Medidas correctivas informe de evaluación de la gestión presupuestaria 2007”
, el personal de la anterior Dirección de Auditorías de Calidad fue reasignado a otras áreas prioritarias de la Institución con el fin de reforzar programas, proyectos y cumplimiento de metas.

De lo comentado en este literal 2.3., respecto del cumplimiento de la disposición que esta Contraloría General le giró a ese Ministerio en el citado informe de noviembre del 2005, se observa una actitud poco diligente para dotar del personal que requiere la ejecución de las labores que le han sido encomendadas, tanto a la Dirección de Protección de Derechos Ciudadanos como al Área de Verificación de la Calidad; esto a pesar de que, desde el mes de marzo del presente año, el Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos informó a la Directora General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, como una de las acciones correctivas para solventar algunos incumplimientos a la gestión presupuestaria del 2007, que se procedería a realizar los trámites internos y externos para nombrar al Director de Protección de Derechos Ciudadanos e integrar el personal necesario.

Dicha actitud va en menoscabo del cumplimiento del objetivo para el que fue creada dicha Dirección, sea,

“Generar procesos, procedimientos, propuestas de lineamientos de políticas, programas, proyectos y actividades específicos necesarios para simplificación y optimización de los procesos de atención de la población beneficiaria del Bono Familiar de Vivienda en general, y en particular a la definida como prioritaria, por el jerarca del Ministerio con un enfoque y acceso de calidad a los servicios y productos que se generen.”.

Por otra parte, con respecto a la ejecución de las auditorías de calidad, la Administración actual optó por una alianza, mediante la suscripción de un “Convenio de Cooperación Interinstitucional” con el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos (CFIA)
, para que esta entidad realizara la IV auditoría de calidad del proceso de inversión y asignación del bono familiar de vivienda. En dicho convenio se indica que ante la escasez de recursos con que cuenta el MIVAH, es de suma importancia el aporte brindado por el CFIA en aras de garantizar la calidad de los procesos de construcción de vivienda, inversión y asignación del bono familiar de vivienda, redundando en el evidente beneficio para el fin público que se persigue con las auditorías de calidad. Adicionalmente, en el año 2007 ese Colegio elaboró también la V auditoría de calidad.

No obstante que mediante la colaboración del CFIA se han venido realizando auditorías de calidad, ese Ministerio no le ha dado seguimiento a los resultados y recomendaciones contenidas en esos dos últimos informes emitidos por el CFIA.

Ahora bien, en atención a una consulta formulada al respecto por esta Contraloría General, el MIVAH informó
 que, al no haberse nombrado el director de la Dirección de Protección de Derechos Ciudadanos, dicho seguimiento se ha centrado en labores técnicas muy concretas llevadas a cabo desde el CFIA, promoviendo una cultura de la calidad y de la protección de la inversión pública.  No obstante, lo indicado por el MIVAH, es claro que tal labor realizada desde el CFIA no podría sustituir el seguimiento que le corresponde realizar a ese Ministerio.

La ausencia del citado seguimiento a los informes del CFIA, por parte de ese Ministerio, no le permite a éste contar con información para verificar si se han tomado las acciones pertinentes con el fin de solventar las deficiencias detectadas. Además, ante la no conformación del Área de Verificación de la Calidad, los resultados de esas auditorías no estarían siendo utilizados como insumo en la definición de propuestas de políticas, directrices y normativa relacionada con el aseguramiento de calidad del proceso de desarrollo de los proyectos de infraestructura habitacional de interés social, lo cual es contrario al mejoramiento continuo que debe promoverse para ese proceso.

Aunado a lo anterior, en el MIVAH no se han definido los mecanismos y procedimientos para llevar a cabo el respectivo seguimiento a los estudios realizados por el CFIA.  Esta definición permitiría tener una mayor claridad sobre dicho proceso, las actividades que lo integran y los responsables de cada una de ellas.

Lo descrito en el párrafo anterior se contrapone a lo establecido en el artículo 15 de la Ley General de Control Interno No. 8292, en virtud de que constituyen deberes del jerarca y de los titulares subordinados, el documentar, mantener actualizados y divulgar internamente los procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, el diseño y uso de documentos y registros que coadyuven en la anotación adecuada de las transacciones y los hechos significativos que se realicen en la institución.

2.4
Sobre la evidencia del análisis realizado por la Dirección del FOSUVI a los costos administrativos, a los avalúos de terrenos y viviendas y a los presupuestos de algunos proyectos
2.4.1.
Costos administrativos
Del 1° de enero del 2007 al 30 de setiembre del 2008, la Dirección del FOSUVI, tramitó el pago de poco más de doscientos cuarenta y nueve millones de colones (¢249.000.000,00) por los costos de administración que las Entidades Autorizadas cobraron por concepto de nueve proyectos del Programa de Erradicación de Precarios, a los que, al menos, ya se les aprobó su prefactibilidad.

En relación con los mencionados costos de administración, se determinó lo que de seguido se comenta.

Para subsidiar, mediante las Entidades Autorizadas, la adquisición de terrenos, obras de urbanización y construcción de viviendas, entre otros, en caso de proyectos individuales o colectivos de erradicación de tugurios y asentamientos en precario, en el artículo 59 de la Ley del SFNV No. 7052 se establece, en lo que interesa, que:

“El Banhvi… deberá… establecer claramente los costos de administración de este tipo de programas por parte de las entidades autorizadas, dada su complejidad, que en ningún caso serán superiores a un cinco por ciento (5%) del monto total del proyecto.”.(El destacado no consta en el original.)
Como complemento de lo anterior, en el artículo 25 del Reglamento de Operaciones del SFNV, se regula lo referente a dichos costos de administración. Al respecto se señala:

“Para cada proyecto tramitado como parte de los programas de erradicación de tugurios y asentamientos en precario, la Junta Directiva del BANHVI autorizará el pago a favor de la Entidad Autorizada de los respectivos costos de administración… en que incurre como parte del desarrollo de las actividades necesarias para la formulación, presentación y construcción del proyecto,…/ Los costos de administración son aquellos en que incurre la Entidad Autorizada en todo el proceso de mejoramiento y habilitación de los asentamientos en precario conforme a las presentes disposiciones y procedimientos y a la respectiva aprobación que lleve a cabo el BANHVI. La solicitud de pago de dichos costos debe formularse de acuerdo con la técnica correspondiente incluyendo extremos como meses persona, contratación de estudios técnicos, materiales de oficina, alquileres de oficina, papelería, transporte, etc. El monto total deberá justificarse cuantificando las actividades realizadas o a realizar en cada proyecto./ Los costos de administración se reconocerán como un rubro a desembolsar a la Entidad Autorizada, sobre la base de etapas aprobadas./ ... Previo al giro del primer desembolso… la Entidad Autorizada debe presentar al BANHVI un informe detallado de las diferentes actividades que ejecutó y las que requiere realizar posteriormente. Por aprobado dicho informe se hará el primer pago.”. (El destacado no consta en el original.)
No obstante que en el referido Reglamento de Operaciones se establecen los porcentajes correspondientes a los costos administrativos que se cancelarán a las Entidades Autorizadas, al tramitar proyectos de erradicación de asentamientos en precario y en condición de tugurios, según la etapa en que éstos se encuentren, sea un 40% al aprobarse la prefactibilidad, un 40% al aprobarse el financiamiento y el 20% restante al concluir el proyecto, recibir las obras y formalizar los casos, debe entenderse que tales porcentajes serán aplicados a la luz de lo que preceptúa el artículo 59 de la Ley No. 7052, constituyéndose así en un tope máximo por pagar, que de ninguna manera podrá exceder al 5% del monto total del proyecto, en el entendido que conforme a la disposición legal contenida en dicho artículo, resulta indispensable que el BANHVI establezca claramente dichos costos, a efecto de cancelar aquéllos en los que realmente incurrió la Entidad Autorizada, lo cual implica que no en todos los casos se tendría que reconocer el porcentaje máximo del 5% por concepto de tales costos administrativos.

En concordancia con lo señalado, al revisar la totalidad de las actas en las que la Gerencia General presenta la solicitud, para aprobación de la Junta Directiva del BANHVI, de la prefactibilidad o el financiamiento de los proyectos de vivienda analizados, se observó que los costos administrativos siempre se aprueban por un monto máximo equivalente al 5% del valor del proyecto, suma a la que legalmente tendrían derecho las Entidades Autorizadas, en caso de que dichos costos administrativos en efecto alcancen ese porcentaje o más y que estén debidamente justificados por la Entidad Autorizada, así como también debidamente verificados y aprobados por la Dirección del FOSUVI.

Aunado a lo anterior, se tiene que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 25 en comentario, a las Entidades Autorizadas se les exige la presentación de un informe sobre las actividades ejecutadas, en el cual se consignen los costos administrativos en que éstas incurrieron.  En cumplimiento de ello, se observó que las citadas Entidades remitieron a la Dirección del FOSUVI, en todos los casos, una nota de solicitud del pago a la que se adjuntó un listado de actividades con su respectivo costo, sin comprobante alguno que demuestre fehacientemente la efectiva realización de esas actividades, ni una memoria descriptiva que justifique, cuando se requiera, el monto de cada erogación efectuada.  Además, en la mayoría de los casos, tales actividades se informan en dicho listado de una manera muy general, al punto que no incluyen información básica como su propósito, las fechas en que se realizaron, tiempo empleado, los participantes, etc.

Sobre la verificación de los costos administrativos, la Directora del FOSUVI señaló que, en caso de inconsistencias, la evidencia que queda se compone de correos y correspondencia y que la autorización del desembolso constituye evidencia adicional de que el pago ha sido revisado.  Además, con respecto al reconocimiento de tales costos, dicha funcionaria manifestó que primero se verifican los aspectos de fondo, para lo cual se analiza si los rubros cobrados corresponden a lo especificado en el artículo 25 de marras, luego se verifica la aritmética y se compara el cobro contra lo estipulado en el acuerdo de la Junta Directiva del BANHVI.

No obstante lo indicado por dicha funcionaria, en los expedientes de los proyectos en los que se ha cancelado el primer tracto de los costos administrativos, no se deja evidencia del análisis “de fondo” hecho a esos listados o, al menos, de que se hayan requerido los comprobantes que justifican cada una de las actividades y sus respectivas erogaciones, a efecto de constatar la veracidad de la información suministrada por las Entidades Autorizadas.

Asimismo, en los expedientes de los proyectos La Angosta y El Futuro no existe evidencia de que la Dirección del FOSUVI haya efectuado cuestionamiento alguno con respecto a varias de las actividades efectuadas, según el listado que presentaran las Entidades Autorizadas, lo anterior considerando que a simple vista se observa que en el listado del primero de esos proyectos se incluyen distintas reuniones a nivel institucional realizadas con funcionarios de diferentes entidades, cuyo costo es siempre de cuarenta y siete mil cuatrocientos cuarenta y tres colones con noventa y nueve céntimos (¢47.443,99), lo que genera dudas de si en realidad ese monto corresponde efectivamente a lo gastado en cada una de esas actividades, dudas que aumentan al constatar que reuniones de igual naturaleza, incluidas por la misma Entidad Autorizada en la solicitud de pago para la fase de prefactibilidad del Proyecto El Futuro, tienen un costo administrativo totalmente distinto, del orden de veintisiete mil novecientos cincuenta y cinco colones con veinte céntimos (¢27.955,20). En este último proyecto, también se citan distintos servicios técnicos por los que se está cobrando un mismo monto; por ejemplo, en el caso de los rubros de “Contratación del diseño de sistemas de aguas”, “Contratación del levantamiento topográfico” y el “Llenado y remisión de los formularios BANHVI” se indica un costo para cada uno de doscientos cuarenta y ocho mil novecientos setenta y seis colones (¢248.976,00), lo cual, por la índole de esas actividades, no es consistente con los principios de lógica, proporcionalidad y racionalidad.

Asimismo, y en relación con lo anterior, la Norma No. 4.8 del Manual de Normas Generales de Control Interno para la Contraloría General de la República y las Entidades y Órganos sujetos a su fiscalización, señala que:

“...todas las transacciones y hechos significativos que se produzcan deben documentarse como mínimo en cuanto a la descripción de los hechos sucedidos, el efecto o impacto recibido sobre el control interno y los objetivos institucionales, las medidas tomadas para su corrección y los responsables en cada caso, asimismo, la documentación correspondiente debe estar disponible para su verificación.”.
Por otra parte, la Norma No. 5.2 de ese mismo Manual indica:

“El control interno debe contemplar los mecanismos necesarios que permitan asegurar la confiabilidad, calidad, suficiencia, pertinencia y oportunidad de la información que se genere y comunique.”.

En adición a lo anterior, a la fecha de este documento, en el Manual de Procedimientos de la Dirección del FOSUVI no existe un procedimiento para guiar la labor de los funcionarios asignados a la revisión de las solicitudes de reconocimiento de los costos administrativos en comentario.  Tampoco se ha definido, dado el concepto tan amplio y general de los “costos de administración” que se establece en el inciso a) del artículo 25, la naturaleza de algunos gastos —denominados como “etc.”— que el BANHVI aprobará, de acuerdo con la etapa en que se encuentre el proyecto, por lo que la procedencia o no de cada actividad que consigna la Entidad Autorizada, depende del criterio del revisor.  Si bien, en el mencionado artículo 25 se señala que la solicitud de pago de dichos costos debe formularse de acuerdo con la técnica correspondiente, lo cierto es que del listado que presentan las Entidades Autorizadas no se logra obtener la suficiente información a efecto de verificar, de acuerdo con esa misma técnica, que los montos cobrados correspondan a lo que procedería, ni se consigna en dicho listado las actividades que se requieren realizar posteriormente.

De lo comentado en los incisos anteriores se desprende que, a falta de una revisión consecuente con lo indicado en la normativa mencionada por parte de la Dirección del FOSUVI, de las solicitudes que presentan las Entidades Autorizadas para que se les cancelen los costos administrativos de acuerdo con la etapa en la que se encuentre el proyecto, existe el riesgo de que se aprueben erogaciones por ese concepto, por montos mayores a los que en realidad corresponden a los proyectos y que por tanto devienen en improcedentes, con la consiguiente afectación a los principios que rigen la sana administración de los recursos públicos, que obligan al uso correcto y eficiente de éstos. 

2.4.2.
Avalúos de terrenos y viviendas y presupuestos de los proyectos

De conformidad con lo señalado en el procedimiento descrito en los incisos a) y b) del literal 3 del artículo 24 bis del Reglamento de Operaciones del SFNV, al formular y presentar el estudio de prefactibilidad de financiamiento de obras de urbanización y construcción y mejora de viviendas, dentro del Programa para la Erradicación de Tugurios y Asentamientos en Precario y en Extrema Necesidad, las Entidades Autorizadas deben realizar, entre otros, “vi. La estimación de costos de las actividades y obras a ejecutar como parte del proyecto.”, de manera que, la propuesta de solución que presentan para su aprobación al BANHVI, incluirá “…una estimación de cantidades de obra y su presupuesto aproximado...”.

También, entre los requisitos para financiar la compra, al amparo del artículo 59 de la Ley del SFNV, de grupos de viviendas ubicadas en un mismo proyecto en la modalidad conocida como “llave en mano”, se solicita el “Dictamen de un profesional de la Unidad Técnica del FOSUVI, en el que se consigne expresamente la razonabilidad del precio de solución propuesto, con base en la visita efectuada al sitio…”
.

Sobre el particular, al consultar a la Dirección del FOSUVI, sobre los parámetros utilizados y el tipo de análisis que realiza su Unidad Técnica para verificar la razonabilidad del precio de la solución propuesto, de los proyectos llave en mano, la Licda. Martha Camacho Murillo, MBA, Directora del FOSUVI, manifestó
 que:
“...para ello se utiliza como referencia los valores de la zona recopilados al momento de realizar la visita, así como valores de otros avalúos realizados en la zona por la misma Unidad Técnica o entidades diferentes a la que postula el proyecto, -(en caso de que se tenga ese tipo de información)-; finalmente, realizan consultas de  valores de referencia a la base de datos del sistema del BANHVI.”.

Por otra parte, para la verificación de los costos propuestos, en el Manual de Procedimientos del FOSUVI, existen dos procedimientos denominados “Procedimiento para aprobar solicitudes de financiamiento de Corto Plazo de proyectos al amparo del Artículo 59 de la Ley 7052 y sus reformas.” (P-FOS-09) y “Procedimiento para aprobación de casos individuales”
 (P-FOS-12).

En el primero de ellos se establecen, en lo que interesa, algunas actividades a seguir por el ingeniero asignado para realizar una revisión enfocada a dictaminar la razonabilidad de los costos en mención. Al respecto, en el punto 5 de dicho procedimiento P-FOS-09 se establece que el ingeniero debe realizar una visita de reconocimiento a la finca en la que se propone realizar el proyecto en cuestión, a fin el determinar las características generales del predio por desarrollar, entre ellas: tipo de topografía, características visibles del tipo de suelo, proximidad de la interconexión de agua potable al sitio del proyecto y posibilidad de descargar las aguas pluviales a causes existentes, o a tuberías o canales cercanos al sitio del proyecto. Además, en el punto 7, se indica que se realizará una revisión casuística de los costos, para lo cual se hace referencia a “un valor esperado para el tipo de urbanización” de que se trate, el cual servirá de parámetro para compararlo con el costo por metro cuadrado de urbanizar que presenta la Entidad Autorizada; según sea el resultado de esa comparación así será la labor siguiente, incluso, de ser necesario, se indica que podría elaborarse un estándar particular para la obra evaluada, con el propósito de llegar a determinar si el costo propuesto es por sus circunstancias particulares razonable o no, para que, de considerarse alto, se soliciten las aclaraciones del caso.

Asimismo, en el procedimiento P-FOS-12 también se establece una comparación a realizar respecto de un valor de referencia, cuyo modelo, actualizado a julio de 2008, se suministró a esta Contraloría General.

No obstante lo descrito por dicha funcionaria y lo señalado en ambos procedimientos, al revisar los expedientes que contienen la documentación relacionada con el trámite de aprobación, por parte del BANHVI, de proyectos de vivienda llave en mano (El Ceibo, Cacao, Cacao II, Matabuey y Matabuey II) y de erradicación de precarios (Venecia y Verolís), todos financiados con recursos del FOSUVI, no se localizó la documentación de respaldo (por ejemplo una memoria descriptiva y de cálculo) en relación con las operaciones matemáticas y demás análisis y comparaciones, realizados por los ingenieros de la Unidad Técnica del FOSUVI, que evidencie la aplicación de los procedimientos señalados, a efecto de verificar la razonabilidad de los montos establecidos en los avalúos de los terrenos, presentados por las Entidades Autorizadas.

Tampoco, en esos expedientes y los que contienen la documentación de los demás proyectos revisados: Las Mandarinas, La Angosta, Las Brisas y La Radial, se incluye evidencia documental de los resultados de la revisión efectuada por los funcionarios del FOSUVI, a los demás costos propuestos (presupuesto) para desarrollar el proyecto.

Sobre la ausencia de la documentación que debe evidenciar la revisión que corresponde hacer a la Dirección del FOSUVI, previa a la aprobación de la Junta Directiva del BANHVI, esta Contraloría General, en el Informe No. DFOE-SO-30-2005, ya citado, señaló:

“No obstante que la Unidad Técnica del FOSUVI cuenta con información sobre los precios de materiales constructivos en una base de datos actualizable —Revista Electrónica Lógica Tropical—, la mayor parte de los expedientes analizados no contenían evidencia de análisis comparativos sobre los costos ofrecidos y de las consultas o acciones para determinar la razonabilidad de los costos para la aprobación del proyecto.”. (El destacado no es del original.)

En virtud de lo transcrito, en esa ocasión se dispuso, como una de las actividades a incluir en el plan de acción que se debía formular y ejecutar, un “Procedimiento de verificación de costos de las viviendas y obras urbanísticas de los proyectos, los avalúos de los terrenos,… como respaldo técnico para la aprobación de los proyectos, fundamentado en el expediente.”.

Como respuesta de lo último transcrito, la Junta Directiva del BANHVI informó en esa oportunidad que,

“…los procedimientos establecidos son suficientes para garantizar la razonabilidad de la revisión de costos de las obras de urbanización por parte de la Unidad Técnica./ El problema que se presenta es que en algunas ocasiones no se documentan los procedimientos efectuados, lo cual imposibilita a cualquier  revisor satisfacerse de la veracidad de que los mismos se hayan efectuado./ Por esta razón, se estará girando las instrucciones necesarias a la Administración para que todos los procedimientos de revisión se documenten y formen parte del expediente del proyecto.”.
 (El destacado no consta en el original.)

De todo lo comentado en este punto, se puede afirmar que el informe que se prepara en la Dirección del FOSUVI para recomendar la aprobación de los proyectos evaluados, no posee el soporte técnico suficiente que justifica el aval de los montos que por concepto de costos se otorga, además de que en la actualidad se está incumpliendo la disposición de este órgano contralor y lo que al respecto se transcribe al final del párrafo anterior; así como lo prescrito en las normas Nos. 4.8 y 5.2 del Manual de Normas Generales de Control Interno para la Contraloría General de la República y las Entidades y Órganos sujetos a su fiscalización, anteriormente transcritas.

La ausencia, en los expedientes de los proyectos evaluados, de la información que sustenta los cálculos y análisis sobre la razonabilidad de los costos que presentaron las Entidades Autorizadas, impide realizar la fiscalización posterior de dichos resultados, por parte de las instancias de control correspondientes.

2.5.
Sobre la fiscalización del FOSUVI en el Proyecto La Angosta
El artículo 59 de la Ley del SFNV establece, en lo que interesa, que,

“El Banhvi evaluará, anualmente, el destino de los fondos e implementará los mecanismos de control y fiscalización, con un sistema integral de evaluación de riesgos, suficientes y necesarios para garantizar que los recursos destinados a este Fondo sean empleados de acuerdo con los principios de equidad, justicia y transparencia. Además, estará obligado a cumplir la normativa de calidad vigente.” (El destacado no consta en el original.)

Por su parte, en el literal 4 del artículo 24 bis del Reglamento de Operaciones del SFNV, se señala que,

“La Administración del BANHVI llevará a cabo la fiscalización de las obras que le corresponde a esta entidad. No obstante, se entiende que la responsabilidad primaria por esa labor corresponde a los profesionales designados por el constructor y en segunda instancia a los profesionales designados por la Entidad Autorizada para la inspección del proyecto,…”. (El destacado no consta en el original.)
En concordancia con lo antes transcrito, en el inciso c), cláusula Cuarta: Obligaciones del BANHVI, del “Contrato de Administración de Recursos entre el Banco Hipotecario de la Vivienda y la Fundación para la Vivienda Rural Costa Rica Canadá para el Desarrollo del Proyecto de Vivienda La Angosta”
, se establece que el BANHVI debe:

“Verificar con diligencia y celeridad la correcta ejecución de obras y el diseño y preparación de planos, autorizaciones permisos oficiales y actividades conexas.”. (El destacado no consta en el original.)

Según la estructura orgánica del BANHVI, es a la Unidad Técnica del FOSUVI a la que le compete realizar, una vez iniciada la etapa de ejecución del proyecto, la verificación de campo del cumplimiento de los aspectos técnicos aprobados y formalizados ante el SFNV, tanto de casos individuales de bono ordinario como de seguimiento al avance de obra de los proyectos aprobados por la Junta Directiva de ese Banco, para lo cual deberá realizar visitas periódicas.

Es así como, para cumplir de la mejor manera su cometido, la Dirección del FOSUVI cuenta con un Manual de Políticas y un Manual de Procedimientos, que regulan y estandarizan las labores que se le han encomendado y sirven de guía a sus funcionarios. Ambos documentos, en su oportunidad, fueron aprobados por la Junta Directiva del BANHVI y se actualizan, según se señaló a esta oficina, cada seis meses. El último acuerdo de ese órgano colegiado en el que se aprobó dicha actualización, a marzo de 2008, fue tomado en la Sesión 29-2008 del 23 abril 2008.

Una de las políticas se refiere a “Fiscalizar la adecuada inversión de los recursos por parte de la Entidad Autorizada, la constructora y los beneficiarios en la solución habitacional,” en la ejecución de los proyectos, para lo cual, según se indica, la Unidad Técnica del FOSUVI elaborará y ejecutará el cronograma aplicando una evaluación de la gestión realizada por las Entidades Autorizadas, las constructoras y los beneficiarios en la inversión de los recursos en todos los proyectos del artículo 59.

A su vez, uno de los procedimientos, denominado “Verificación del avance de obra en proyectos” (conocido como P-FOS-04)
, establece, en el punto 2, que la verificación de casos por muestreo la realizará el ingeniero tres veces durante la ejecución del proyecto: la primera cuando el avance global del componente de viviendas del proyecto sea de un 35%, la segunda cuando el avance global de ese mismo componente muestre un avance del 70%, y la última, cuando dicho avance sea del 90% o mayor; además, el punto 3 del citado procedimiento señala que para realizar las verificaciones indicadas en el punto anterior, se utilizarán los siguientes formularios: para la primera y segunda visita, el “Formulario de Verificación de Campo” y, para la tercera visita, el “Formulario de Verificación Cumplimiento de Directriz 27”.  Asimismo, en el punto 6 de esa misma guía se indica que una vez seleccionada la muestra que corresponde a la visita por realizar, se dejará constancia de ello en el formulario denominado “Registro de casos a Verificar en Campo” y en el punto 7 del procedimiento de repetida cita se consigna que el Ingeniero de la Unidad Técnica del FOSUVI deberá realizar como mínimo una visita al mes a cada proyecto a su cargo para, con base en información que obtenga en el campo, determinar el avance de obra, información que se resume, según lo señala el punto 10, en el formulario de “Avance de Obra”, documento en el que también se debe anotar, entre otros, el total del monto invertido a la fecha de la visita.

En relación con el procedimiento descrito, se determinó que, en el expediente técnico del Proyecto La Angosta no se localizaron los formularios citados en el párrafo anterior, con excepción de los documentos “Avance de obra”
, esto a pesar de que, la construcción de las viviendas tenía un avance global, al 30 de junio de este año, de un 94%.  Por lo tanto, no existe evidencia de que se hubiesen efectuado las verificaciones a que se refieren dichos formularios, lo cual va en detrimento del sistema de aseguramiento de la calidad, en el tanto se desconoce si, a criterio del citado ingeniero, el constructor cumple con la calidad final especificada para las obras; información que es complementaria a los informes del fiscalizador de inversión de la Entidad Autorizada y necesaria como insumo para la oportuna toma de decisiones y para evidenciar que la labor de fiscalización a que se refieren esos informes, se llevó a cabo de conformidad con lo establecido y con la oportunidad requerida.

Por otra parte, en relación con la periodicidad de la emisión de los informes de avance de obra del Proyecto La Angosta, que debieron emitirse mensualmente, se observó que entre el “Avance #4” de fecha 16 de octubre del 2007 y el “Avance #5” del 29 de enero del 2008, transcurrieron prácticamente tres meses y medio; asimismo, entre este último informe y el “Avance #6”, con fecha 5 de agosto del 2008, pasó un poco más de medio año.

Dicha situación evidencia una vez más que, para el caso particular del Proyecto La Angosta, no se cumplió con lo establecido en el procedimiento en mención, además revela que la gestión del FOSUVI fue débil en cuanto a los controles que le corresponden, mediante la fiscalización periódica y oportuna que debe realizarse de los recursos invertidos en la construcción de ese proyecto. 
Adicionalmente, al revisar en el expediente de este proyecto la documentación presentada por la Entidad Autorizada para solicitar el financiamiento respectivo, no se localizó la certificación del Acuerdo Municipal que avala y autoriza la realización de las obras proyectadas, esto a pesar de que, según lo señalado en el punto 2 “Acuerdo Municipal de autorización para ejecutar el mejoramiento propuesto”, de los anexos al Formulario BANHVI-S-004-06
, es uno de los requisitos exigidos
. En su lugar, se adjuntó un documento reiterando el apoyo al trámite de los respectivos permisos de construcción, suscrito por el Alcalde Municipal correspondiente.
Asimismo, en el expediente de cita tampoco existe el documento mediante el cual el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos otorga el aval o recomendación formal al proyecto, a que se refiere el artículo 39 del Reglamento de Operaciones del SFNV, documento mediante el cual se acredita que dichos proyectos están dentro de las prioridades del Estado en materia de vivienda
.

A pesar de las omisiones señaladas, la aprobación del proyecto en comentario fue recomendada por la Dirección del FOSUVI a la Junta Directiva del BANHVI.
Sobre la fiscalización de las obras, ya sea de un proyecto o de un caso individual, en el Informe No. DFOE-SO-30-2005, emitido por esta Contraloría General en noviembre del 2005 se indicó que:

“…como responsable del buen uso de los recursos públicos, el BANHVI debe cumplir una labor de fiscalización y control sobre la calidad constructiva de las obras y sobre el funcionamiento de las entidades autorizadas, orientada a verificar el buen uso de los recursos del FOSUVI, lo que le brindaría parámetros más objetivos para determinar la distribución anual de esos recursos.”. (El destacado no consta en el original.)
En aras de maximizar el uso de los recursos del SFNV, la fiscalización que realiza la Unidad Técnica del FOSUVI, en la verificación de los aspectos técnicos del proyecto y la estimación del avance de las obras, es un complemento a la labor de fiscalización de la Entidad Autorizada, por lo tanto, es de esperar que esa labor se realice de la manera más oportuna, a fin de verificar que los recursos asignados se empleen de manera eficiente, lo cual en este caso no se observó.

3.
CONCLUSIONES
La Administración Oscar Arias impulsó, por medio de su Plan Nacional de Desarrollo, un programa dedicado a la erradicación de asentamientos en precario y tugurios, que pretendía reducir en un 50% el número de familias que habitan en esas condiciones, para lo cual necesariamente se requirió la participación de distintas instancias del sector vivienda, entre ellas, MIVAH, BANHVI, Entidades Autorizadas y desarrolladores, cada uno con sus diferentes responsabilidades asignadas.
Del análisis de las labores que corresponde realizar al Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos y al Banco Hipotecario de la Vivienda, para contribuir con el aseguramiento de la calidad del proceso de desarrollo de proyectos que se realizan como parte del referido programa, se concluye que ambas instituciones presentan debilidades importantes que impiden verificar y establecer la eficiencia con que se están invirtiendo los recursos públicos destinados para ese fin.

En el caso del MIVAH, las deficiencias relacionadas con la planificación para definir las prioridades de los asentamientos a atender, permiten concluir que ese Ministerio no cumplió de manera integral las labores de planificación propias de su gestión, a las que estaba obligado; también, las deficiencias determinadas con respecto al seguimiento y monitoreo de los distintos proyectos a los que el BANHVI les aprueba el financiamiento y con la falta de operación de la otrora llamada Dirección de Auditorías de Calidad, en adición a las ya indicadas, menoscabaron el accionar de ese Ministerio orientado a promover que las viviendas construidas al amparo del programa en comentario se concluyeran con la técnica, la oportunidad y la calidad requeridas y satisficieran las necesidades de los beneficiarios, de manera tal que se diera el mejor aprovechamiento de los recursos públicos destinados para ello.

En ese sentido, no se obtuvo evidencia de que en ese Ministerio se realizaran algunas actividades que se habían propuesto efectuar, con el fin de definir los asentamientos a los que se les daría finalmente prioridad, ni existe un listado definitivo de precarios por atender, que permita estimar el costo total y por ende el presupuesto de los recursos requeridos para, mediante la dotación de viviendas y obras de infraestructura, mejorar las condiciones de vida de los moradores de esos lugares.  De la información obtenida al respecto, se concluye que la mayor parte de los precarios que se están atendiendo no responde a un verdadero proceso de priorización de las necesidades de vivienda, realizado por el MIVAH conforme a las sanas prácticas administrativas, para cumplir con la labor encomendada en el artículo 24 bis del Reglamento de Operaciones del SFNV. Asimismo, se determinó que el MIVAH no ha contado con un plan de acción que le facilite al Sector Vivienda el cumplimiento de una de las metas más importantes definidas en el Plan Nacional de Desarrollo.  

Por otra parte, en ese Ministerio tampoco se diseñó y puso en práctica una estrategia de seguimiento y evaluación para la ejecución del Programa de Erradicación de Precarios, y, a la fecha, ni siquiera cuenta con una herramienta para tales fines, lo que le impide al MIVAH monitorear oportuna y continuamente, por sus propios medios, el cumplimiento de las metas, así como emitir informes de seguimiento y evaluación de dichos proyectos, en lo que le corresponda.

Adicionalmente, en relación con la nueva Área de Verificación de la Calidad, que viene a sustituir la Dirección de Auditorías de Calidad, se concluye que, a pesar de la importancia de las labores que le han sido encomendadas a esa Unidad en el documento elaborado en ese mismo Ministerio para justificar su creación, ha habido una actitud poco diligente para dotarla del personal que requiere, de ahí que a la fecha de este informe ni siquiera se ha conformado. A pesar de que el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, por el convenio suscrito con el MIVAH, llevó a cabo las dos últimas auditorías de calidad,  en ese Ministerio no se le ha dado seguimiento a los resultados y a las recomendaciones contenidas en los informes emitidos al respecto, para verificar si los responsables han tomado las acciones pertinentes con el fin de subsanar, en caso de que proceda, las deficiencias detectadas o tomar las decisiones correspondientes.

Respecto del BANHVI, se concluye que en la Dirección del FOSUVI no existe evidencia de que se realice una óptima fiscalización de los recursos que traslada a las Entidades Autorizadas para financiar la construcción de viviendas y obras de infraestructura destinadas a la erradicación de asentamientos en precario y condición de tugurio, a fin de verificar la veracidad y razonabilidad de algunos rubros incluidos en el costo del proyecto que determinan las referidas Entidades, a saber, los relacionados con los costos administrativos, los avalúos y el presupuesto que presentan dichas Entidades Autorizadas al solicitar la aprobación de la prefactibilidad o el financiamiento de un proyecto como los indicados.

Una deficiente fiscalización de los rubros en comentario, por parte de la Dirección del FOSUVI, podría llevar a que la Junta Directiva de ese Banco, con base en un informe sin soporte técnico suficiente que justifique el aval de los montos por los conceptos citados, apruebe erogaciones por sumas distintas a las que en realidad corresponden y que por tanto devienen en improcedentes, en detrimento también, de la disponibilidad de los recursos que se destinan a solventar las necesidades de vivienda de quienes habitan en los precarios o tugurios aún no atendidos.

Para el caso particular del Proyecto La Angosta, a falta de información suficiente en el expediente técnico respectivo, se concluye que no se cumplió con la fiscalización periódica y oportuna que, de acuerdo con la propia normativa establecida en el Banco, debió realizarse, lo cual va en detrimento del sistema de aseguramiento de la calidad.

En síntesis, tanto la planificación realizada por el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, así como la fiscalización efectuada por ese Ministerio y el Banco Hipotecario de la Vivienda, como parte de las tareas que les corresponden a cada una de esas entidades, dentro del sistema de aseguramiento de la calidad del proceso de desarrollo del Programa de Erradicación de Precarios, son insuficientes, dadas las fallas determinadas, para garantizar la efectiva aplicación y el correcto uso de los recursos destinados a ese fin, sea, asegurarse que los bonos de vivienda que finalmente se formalizan al concluir y recibir un proyecto como los comentados en este informe, lleguen a las personas que más lo necesitan y que esas soluciones habitacionales se otorguen con la calidad constructiva y en asentamientos humanos debidamente constituidos, todo de acuerdo con la sana práctica de la ingeniería.

4.
DISPOSICIONES

De conformidad con las competencias asignadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política y los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428, se emiten las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio y deberán ser cumplidas dentro del plazo y en los términos conferidos para ello, por lo que su incumplimiento no justificado constituye causal de responsabilidad.

Este órgano contralor se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de tales disposiciones.

4.1.
A LA MINISTRA DE VIVIENDA Y ASENTAMIENTOS HUMANOS
a)
Girar instrucciones a quien corresponda, con el fin de que se elabore un plan de acción detallado para atender, de manera eficiente y según la disponibilidad de los recursos financieros, la erradicación de los asentamientos en precario y condición de tugurio.  Antes de elaborar dicho plan, se deberá hacer una valoración de los criterios de selección a aplicar para el establecimiento de prioridades de los asentamientos por intervenir, a efecto de precisar si los criterios actuales se van a mantener.  El plan en mención deberá estar aprobado y publicado en la página Web de ese Ministerio, a más tardar el 27 de febrero del 2009. (Ver punto 2.1. de este informe.)

b)
Instruir a quien corresponda para que de inmediato se proceda a diseñar una estrategia de seguimiento y evaluación, con enfoque sistémico, que le permita a ese Ministerio contar con información suficiente, oportuna y continua para monitorear el avance de los proyectos relacionados con la erradicación de asentamientos en precario y en condición de tugurio, de manera que se puedan identificar eventuales desviaciones y emprender oportunamente las medidas correctivas, esto sin perjuicio de las competencias y responsabilidades del BANHVI y de las Entidades Autorizadas.  Dicha estrategia, que se deberá poner en marcha a más tardar el 31 de marzo del 2009, tendrá que considerar necesariamente el plan de acción a que se refiere el inciso a) anterior y la información contenida en la base de datos mencionada en el punto 2.2. de este informe, de manera que se generen a partir de ésta, los reportes necesarios para la toma de decisiones que esa estrategia requiera.

c)
Realizar las gestiones necesarias con el fin de que al 27 de febrero del 2009, la Dirección de Protección de Derechos Ciudadanos y el Área de Verificación de la Calidad se encuentren realizando las labores que les fueron asignadas en el documento de la reestructuración parcial del MIVAH. (Ver punto 2.3. de este informe.)

d)
Informar a esta Contraloría General, en los siguientes diez días hábiles, contados a partir del recibo de este informe, las acciones concretas tomadas por ese Despacho para lograr el cumplimiento de Io dispuesto en los incisos a), b) y c) anteriores.

e)
Dar seguimiento a las disposiciones de los incisos a), b) y c) anteriores, y, a más tardar en los siguientes diez días hábiles, contados a partir de la finalización de los plazos señalados en éstas, informar a este órgano contralor sobre su cumplimiento.

4.2.
AL VICEMINISTRO DE VIVIENDA Y ASENTAMIENTOS    HUMANOS

Definir los mecanismos y procedimientos para que, a partir del 2 de marzo de 2009, se lleve a cabo el seguimiento a los informes sobre auditorías de calidad que se realicen, e instruir, a quien corresponda, a efecto de que los resultados de esos informes se utilicen como insumo en la definición de propuestas de políticas, directrices y normativa relacionada con el aseguramiento de la calidad del proceso de desarrollo de los proyectos de infraestructura habitacional de interés social. (Ver punto 2.3. de este informe.)

4.3.
A LA JUNTA DIRECTIVA DEL BANHVI
a)
Realizar, a más tardar el 30 de enero del 2009, una modificación al artículo 25 del Reglamento de Operaciones del SFNV, a efecto de que se especifique, con mayor precisión y claridad, el tipo de “actividades” que, cuando proceda, ese Banco cancelará a las Entidades Autorizadas como costos administrativos, así como la “técnica” con que se exigirá a esas Entidades presentar la solicitud de pago correspondiente a dichos costos. (Ver punto 2.4.1. de este informe.)

b)
Instruir a la Gerencia General para que, a más tardar el 30 de enero del 2009, elabore y someta a la aprobación de esa Junta Directiva, un procedimiento específico que contenga las labores que deberán ejecutar los funcionarios responsables de realizar la verificación de los costos a que se refiere el inciso a) anterior, así como el tipo de evidencia que, como resultado de dicho análisis, deberá constar en los respectivos expedientes. Dicho procedimiento deberá implementarse a partir del 2 de marzo del 2009. (Ver punto 2.4.1. de este informe.)

c)
Remitir a este órgano contralor los acuerdos tomados en relación con lo dispuesto en los incisos a) y b) anteriores, dentro de los quince días hábiles posteriores a la fecha de recibo del presente informe.

4.4.
A LA GERENCIA GENERAL DEL BANHVI
a)
Ordenar de inmediato a la Dirección del FOSUVI que establezca, a más tardar el 15 de diciembre del año en curso, como parte de los procedimientos empleados actualmente por esa dependencia para el análisis de los avalúos de terrenos y de los presupuestos de obras de infraestructura y soluciones de vivienda presentados por las Entidades Autorizadas, la obligación de que todas las consideraciones y los cálculos realizados por la Unidad Técnica de esa Dirección, para sustentar la razonabilidad de dichos costos, estén debidamente consignados en una memoria descriptiva y de cálculo, firmada por el profesional responsable del análisis, la cual deberá adjuntarse al expediente técnico del proyecto. (Ver punto 2.4.2. de este informe.)

b)
Instruir a la Dirección del FOSUVI para que instaure, a más tardar el 15 de diciembre del 2008, un mecanismo de control que permita verificar periódicamente si la labor de fiscalización que corresponde ejecutar a la Unidad Técnica de esa dependencia, se está realizando de conformidad con los procedimientos definidos por el BANHVI para ese fin y si en los expedientes se está dejando la debida constancia de ello; asimismo, que posibilite el establecimiento de las responsabilidades que correspondan en caso de que se determine el incumplimiento de dicha normativa. (Ver punto 2.5. de este informe.)

La información que se solicita en este informe, para acreditar el cumplimiento de las disposiciones antes consignadas, deberá remitirse, en los plazos y en los términos fijados en este apartado 4, al Área de Seguimiento de Disposiciones de este órgano contralor a cargo de la Licda. Vilma Gamboa Bolaños, Gerente.  Además, en un plazo no mayor de cinco días hábiles contados a partir de la fecha en que el presente informe sea entregado a cada entidad, se deberá proceder a designar y a comunicarle al Área de Seguimiento de Disposiciones, el nombre del funcionario que fungirá como contacto o enlace oficial, con autoridad para informar sobre el avance y cumplimiento de las disposiciones correspondientes. En caso de incumplimiento injustificado será considerado como falta grave y podría dar lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el artículo 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, con garantía del debido proceso.

De conformidad con lo establecido por el artículo 342 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, contra el presente acto caben los recursos de revocatoria y apelación, que deberán ser interpuestos dentro del tercer día a partir de la fecha de recibo de la presente comunicación, correspondiéndole a esta Área de Fiscalización la resolución de la revocatoria y a la Contralora General de la República, la apelación.  Asimismo, contra este acto cabe el recurso extraordinario de revisión ante la Contralora General de la República, el cual debe formularse en los términos y plazos que señalan los artículos 353 y 354 de la indicada Ley General de la Administración Pública.

ANEXO

CRITERIOS PARA LA PRESELECCIÓN DE LOS ASENTAMIENTOS EN PRECARIO Y EN CONDICIÓN DE TUGURIOS

Parámetros de elegibilidad:

-Los que posean mayor facilidad de intervención a nivel físico, social y temporal.

-Aquellos cuyo terreno facilita la legalización de la propiedad (estatales, familias, asociaciones).

-Los que tengan un impacto social y físico importante, producto de la erradicación.

-Aquellos que en primera instancia se encuentran ubicados en la Gran Área Metropolitana.

-La escogencia debe contemplar algunos asentamientos que puedan servir de reemplazo, en el caso de que los propuestos no cumplan con lo supracitado a la hora de efectuar un diagnóstico de campo.

Filtros de selección:

-Asentamientos de la Gran Área Metropolitana por ser los más cercanos para la inmediatez que se requiere.

-Asentamientos cuyo terreno es propiedad del Estado, de las familias o asociaciones a las que éstas pertenecen.

-Asentamientos cuya recomendación es la consolidación en sitio.

-Nivel de consolidación del asentamiento (infraestructura y servicios existentes).

-Nivel de impacto social (número general de familias y número de familias de acuerdo con su lugar de procedencia).

-Se eliminan aquellos asentamientos que por las afectaciones físicas del terreno no califican para la atención en sitio. 

Fuente: Anteproyecto Erradicación de Asentamientos Humanos en Precario y en Condición de Tugurios.
� El objetivo de este Fondo, según la Ley en referencia, será proveer recursos permanentes y del menor costo posible para la financiación de los programas habitacionales del Sistema, para grupos de mayor ingreso, que serán canalizados por medio del Banco.


� El concepto de “precario” está relacionado con la condición de tenencia del terreno, mientras que “tugurio” tiene que ver con el tipo de material y las condiciones de habitabilidad de la vivienda, por ello, no necesariamente las familias tienen que ubicarse en un precario para estar viviendo en condición de tugurio.


� Remitido a esta Contraloría General, por el Dr. Fernando Zumbado Jíménez, entonces Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos, mediante el oficio No. DM-237-07-06, del 24 de julio del 2006.


� Se refiere a los que reemplazarían a los preseleccionados originalmente.


� Programa que según se ha indicado en ese Ministerio, representa un elemento clave de la superación del problema de la pobreza.


� Oficio No. DVAH-217-2008, del 1° de agosto del 2008, suscrito por el Arq. Rudy Piedra Mena, Director de Vivienda y Asentamientos Humanos.


� Idem.


� Remitida a esta Contraloría General, por el entonces Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos, Dr. Fernando Zumbado Jiménez, mediante el oficio No. DM-578-06-07, del 7 de junio del 2007.


� De la Ley No. 7052, del 13 de noviembre de 1986.


� Suministrado por la Dirección del FOSUVI del BANHVI.


� Oficio No. 4732 del 6 de mayo del 2005, suscrito por la Gerencia del Área de Servicios Sociales y dirigido al Lic. Donald Murillo Pizarro, entonces Gerente General del BANHVI.


� En el mismo sentido la Directriz gubernamental No. 27 del 1 de setiembre del 2003, señala que dado que los recursos que el Estado puede disponer para  los grupos de población resultan siempre menores que las necesidades a cubrir, se deben establecer parámetros que permitan priorizar la atención de las familias que lo requieran, así como la ubicación de los proyectos, dándole al MIVAH como rector del Sector la responsabilidad de establecer esos parámetros.


� Oficio No. 2840 del 10 de marzo del 2005, remitido por la Gerente del Área de Servicios Sociales de ese momento, al Lic. Helio Fallas Venegas, entonces Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos.


� En el que se citó el oficio No. DAGJ-2075-2001 del 13 de noviembre del 2001, que entre otras cosas expresa: “En consecuencia, la selección de las empresas desarrolladoras de estos proyectos, en ningún caso podrá constituirse en un monopolio de unas cuantas, sino que deberá hacerse una selección con amplia participación de interesados, para la cual se deberá dar publicidad a la negociación, en cada caso particular.”.


� Unidad Ejecutora: Dirección de Vivienda y Asentamientos Humanos.


� Mediante el oficio No. DM-0254-08, remitido a la Directora General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda.


� Oficio No. DVAH-217-2008, del 1° de agosto del 2008, suscrito por el Arq. Rudy Piedra Mena, Director de Vivienda y Asentamientos Humanos.


� Comisión creada por el MIVAH en el año 2007, en la que participan entidades como BANHVI, MIVAH, SETENA, AYA, INVU, CNE, IMAS, entre otras.


� Ordenar y clarificar los requisitos necesarios para la atención de los asentamientos en precario y tugurios, debido a la particularidad que éstos tienen, según se señala en el oficio No. DM-559-05-2007 del 31 de mayo del 2007, remitido a esta Contraloría General por el citado Dr. Zumbado Jiménez.


� Adjunto al oficio No. DM-0140-08 del 7 de marzo del 2008, remitido por el entonces Ministro de Vivienda y Asentamientos Humanos a la Directora General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda.


� El 17 de mayo de 2006.


� Oficio No. DVM-0232-2008 del 16 de junio del 2008, suscrito por el Lic. Jorge Sánchez Zúñiga, entonces Viceministro de Vivienda y Asentamientos Humanos.


� Véase acuerdo 2, artículo 2 de la Sesión No. 59-2007, del 5 de setiembre del 2007.


� Mediante el oficio No. DF-OF-1188-2008, del 23 de julio del 2008.


� Dicho procedimiento se menciona aún cuando se limita a casos individuales (aplicable a proyectos llave en mano), en razón de que se informó que dicho valor de referencia también se utiliza como parámetro para verificar la razonabilidad de los avalúos de los demás proyectos.


� Documento: “Descargo al Informe Sobre la Gestión del Sector Vivienda y Asentamientos Humanos en el Período 2002-2004, remitido a la Contraloría General mediante el oficio No. JD-070-2006, del 12 de junio del 2006.


� Suscrito entre las partes el 19 de abril del 2007.


� El propósito de este procedimiento es:”Realizar visitas periódicas a los proyectos aprobados por la Junta Directiva del BANHVI; tanto a los proyectos financiados en el corto plazo al amparo del artículo 59, como en los casos de compra de lotes con servicios básicos, para determinar en campo el monto invertido en obra, en relación con el monto desembolsado”.





� Deficiencia que se repite en el caso del proyecto Verolís, el cual presentó, al 30 de junio del 2008, un avance global en viviendas del 48%.


� Aprobado por la Junta Directiva del BANHVI el 21 de setiembre del 2006, en el artículo 4°, Acuerdo 2°, de la Sesión 62-2006, para solicitar financiamiento de corto plazo para el mejoramiento de obras de infraestructura, construcción y mejoras en vivienda, en el Programa de Erradicación de Asentamientos en Precario.


� Esta deficiencia también se observó en el proyecto El Futuro.


� Tampoco se localizó en los expedientes de los proyectos Verolís y La Radial.
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